
5284 14 marzo 1975 B. O. del E.—Núm. 63

para compensar al sector de dicha supresión, en forma tal que 
se proporcione un nivel de protección en cifra no inferior al 
existente en el ejercicio de mil novecientos setenta y cinco. Aná­
logamente, se adaptarán las dotaciones presupuestarias del Ins­
tituto Nacional del Libro Español, para compensar a este Orga­
nismo de la correlativa desaparición del recurso económico pre­
venido en el artículo quince, apartado uno, letra g).

Cinco. El Estado facilitará la importación de publicaciones 
extranjeras y los pagos de derecho de autor y traductor con 
sujeción a la normativa vigente, en cumplimiento de los Acuer­
dos internacionales en la materia y, en su caso, del principio 
de reciprocidad.

Artículo cuadragésimo tercero.—Crédito Oficial para editores, 
empresas gráfica distribuidores y libreros.

Uno. El Estado facilitará el desarrollo de la actividad de 
las empresas editoras y gráficas a través de líneas de Cré­
dito Oficial establecidas para aquel fin; entre las mismas se 
contemplará especialmente la actividad exportadora.

Dos. Asimismo, las empresas de distribución y librería, 
autorizadas de acuerdo a lo preceptuado en el artículo décimo, 
tendrán acceso al Crédito Oficial para la modernización de sus 
estructuras comerciales.

Artículo cuadragésimo cuarto.—Promoción de la política cul­
tural a través del libro.

Uno. El Estado, en su política de promoción cultural, pres­
tará especial atención a la difusión de los libros de autores espa­
ñoles, hispanoamericanos o de Filipinas.

Dos. El Estado y las Corporaciones Locales, dentro de su 
respectivo ámbito, promoverán el desarrollo de bibliotecas pú­
blicas con el objeto de facilitar el acceso al libro de todos los 
españoles. Los fondos bibliográficos de las bibliotecas públicas 
no especializadas estarán integrados preferentemente por libros 
de autores españoles, hispanoamericanos o de Filipinas.

Artículo cuadragésimo quinto.—Beneficios en tarifas postales.

Los libros y sus catálogos disfrutarán de tarifas especiales 
de franqueo en el régimen interior y, cuando los Convenios y 
Acuerdos suscritos por España con otros países lo permitan, 
en el internacional, siempre que sean remitidos por editores 
o libreros.

Artículo cuadragésimo, sexto.—Publicidad en medios de co­
municación oficiales.

Las redes estatales de radiodifusión sonora y de imagen, den­
tro de sus espacios destinados a publicidad y con sujeción a las 
normas que reglamentariamente se determinen, otorgarán una 
reducción sobre sus tarifas de hasta el treinta por ciento para 
la publicidad de los libros editados en España, límite que se 
elevará al cincuenta por ciento cuando dichos libros sean, 
además, de autores españoles, hispanoamericanos o de Filipinas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.—Sin perjuicio de lo establecido en los artículos  
quince, número uno, letra g), y cuarenta y dos, número cuatro, 
queda derogada la Ley de Protección al Libro Español de die­
ciocho de diciembre de mil novecientos cuarenta y seis y demás 
normas en cuanto se opongan a lo dispuesto en la presente Ley.

Segunda.—Se autoriza al Ministerio de Hacienda para some­
ter a la aprobación del Gobierno los textos reglamentarios que 
contengan las normas del desarrollo y aplicación de esta Ley, en 
lo relativo a régimen fiscal, crediticio y demás materias de 
su competencia.

En lo demás, se autoriza al Ministerio de Información y Tu­
rismo para someter a la aprobación del Gobierno los Decretos 
que contengan las normas reglamentarias de desarrollo y apli­
cación de esta Ley.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.—Los sujetos que se mencionan en los artículos 
séptimo, octavo y noveno que vinieran desarrollando sus activi­
dades con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley, de­
berán cumplir la obligación prevista en el artículo décimo, 
dentro del plazo de un año a partir del comienzo de la vigencia 
de la pertinente reglamentación.

Segunda.—Uno. La presente Ley no será de aplicación a los 
contratos de edición otorgados con anterioridad a la entrada en 
vigor de la misma.

Dos. No obstante lo dispuesto en el número anterior, trans­
curridos dos años desde la entrada en vigor de esta Ley, el

titular de la propiedad intelectual podrá contratar libremente 
la edición de su obra para toda modalidad de edición no expre­
samente pactada y que no haya sido utilizada por el editor 
antes de dicha fecha.

Tercera.—Reglamentariamente se determinará la forma en 
que hayan de inscribirse en el Registro prevenido en el artícu­
lo veintiuno los contratos de edición a los que se refiere el 
número uno de la disposición transitoria segunda.

Dada en el Palacio de El Pardo a doce de marzo de mil no­
vecientos setenta y cinco.

FRANCISCO FRANCO

El Presidente de las Cortes Españolas,
ALEJANDRO RODRIGUEZ DE VALCARCEL Y NEBREDA

5294                   LEY 10/1975, de 12 de marzo, sobre Regulación 
         de la Moneda Metálica.

La acuñación y emisión de las diversas clases de monedas 
que componen en la actualidad el sistema monetario metálico 
de nuestro país se rigen por una serie de Leyes dispersas, en 
cada una de las cuales aparecen reguladas tanto las caracterís­
ticas físicas de la correspondiente especie de moneda (metales 
empleados en la aleación, peso, tamaño), como la cuantía de 
las monedas de cuya emisión se trata.

Es claro, por consiguiente, que en el marco de la actual 
normativa sólo mediante un precepto de rango igual al indi­
cado pueden alterarse las características y condiciones de cada 
emisión, lo que, en la práctica, tiende a que sean manteni­
das inalteradas dichas particularidades legales, aunque la circu­
lación monetaria ponga de manifiesto múltiples inconvenientes 
que no pudieron preverse cuando se promulgó el correspondien­
te precepto. A título de ejemplo, pueden citarse: La escasa apli­
cación a las transacciones de alguna especie de moneda, el 
exceso del valor intrínseco de la aleación prevista para una 
moneda en relación con su valor facial, la escasez o encareci­
miento de alguno o algunos de los metales empleados en las 
diversas aleaciones y, finalmente, la frecuente coincidencia del 
aspecto, peso y diámetro de alguna especie monetaria con las 
relativas a otra u otras monedas extranjeras de muy distinto 
poder adquisitivo.

Todas estas razones plantean la necesidad de dictar una 
Ley que establezca los principios básicos del nuevo sistema 
monetario metálico español, en la que se reconozca expresa­
mente. la alta prerrogativa que en materia de emisión corres­
ponde a las Cortes. Se configura, por otra parte, el sistema, a 
través de un cuadro enunciativo de las distintas clases de 
monedas que lo componen y del formal compromiso de fijar 
en las sucesivas Leyes de Presupuestos Generales del Estado 
los límites máximos de circulación de moneda metálica durante 
el correspondiente ejercicio económico.

Al propio tiempo se regulan las competencias de los órganos 
que deben intervenir en su ejecución, cómo son el Gobierno, 
Ministerio de Hacienda y Banco de España, para adecuar las 
características técnicas de las monedas a las necesidades que 
demanda la realidad de cada momento.

En su virtud, y de conformidad con la Ley aprobada por las 
Cortes Españolas, vengo en sancionar:

Artículo primero.—La acuñación de moneda es potestad ex­
clusiva del Estado y se ejercerá de acuerdo con lo que se 
dispone en la presente Ley.

Artículo segundo.—La unidad en el sistema monetario espa­
ñol es la peseta, que equivale a cien céntimos.

El sistema- monetario metálico estará compuesto por monedas 
con los valores de cincuenta céntimos, una, dos, cinco, diez, 
veinticinco, cincuenta y cien pesetas.

Artículo tercero.—Las leyes aprobatorias de los Presupuestos 
Generales del Estado señalarán, para el período de su res­
pectiva vigencia, el límite máximo que podrá alcanzar la circu­
lación de moneda metálica.

Artículo cuarto.—Dentro del límite señalado, se faculta al 
Gobierno para que. a propuesta del Ministerio de Hacienda, 
pueda acordar la emisión y acuñación de moneda metálica que 
prevé el artículo segundo, y, en particular:

a) Su aleación, peso, forma y dimensiones.
b) Las leyendas y motivos de su anverso y reverso. Las mo­

nedas de una peseta llevarán siempre la imagen del Jefe del 
Estado, así como el escudo nacional al dorso.

c) Las fechas iniciales de emisión.



Artículo quinto.—Las monedas se acuñarán por cuenta del 
Estado en la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre, quedando 
autorizado el Ministerio de Hacienda para otorgar los anticipos 
destinados a cubrir los respectivos costes de producción.

Si por razones de urgencia o alguna otra de carácter excep­
cional fuera necesario, se podrá contratar con Empresas pri­
vadas, nacionales o extranjeras, cualquiera de las fases del 
proceso de fabricación. El Ministerio de Hacienda, a través de 
la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre, intervendrá las ope­
raciones.

Artículo sexto.—Las monedas acuñadas se entregarán al 
Banco de España, como depósito a su disposición, para su 
puesta en circulación, que efectuará en cuantía acorde con las 
necesidades, abonando al Tesoro el valor facial de las cedidas 
al mercado. Al fin de cada trimestre el Banco rendirá cuenta 
a la Dirección General del Tesoro y Presupuestos, concretando 
el movimiento de las monedas recibidas y de las puestas en 
circulación.

Artículo séptimo.—El Gobierno, al acordar la emisión dé cada 
especie de moneda, determinará, a propuesta del Ministerio de 
Hacienda, el importe máximo que de la misma deberá admi­
tirse entre particulares, en concepto de medio de pago. En 
cualquier caso, las monedas se admitirán en las Cajas públicas 
sin limitación.

También podrá el Gobierno, de igual forma, acordar la 
retirada de la circulación de las monedas que, por pérdida de 
su valor liberatorio, valor comercial inadecuado u otras causas, 
sea conveniente eliminar del sistema de pagos.

Acordada la retirada de una clase de moneda, el Ministerio de 
Hacienda dictará las disposiciones precisas para regular la 
forma y plazos del canje, determinando el ulterior destino del 
metal resultante de la desmonetización y las normas contables 
que se aplicarán a la ejecución del canje y a su aplicación 
presupuestaria.

Artículo octavo—El Banco de España retirará de la circu­
lación las monedas que entren en sus Cajas y adolézcan de 
algún defecto o estén excesivamente desgastadas o incom­
pletas.

Las monedas recogidas por el Banco de España serán puestas 
a disposición del Tesoro, para su abono y decisión sobre su 
definitivo destino.

DISPOSICION FINAL

Quedan derogadas, en cuanto se opongan a la presente Ley, 
las disposiciones vigentes relativas a la materia objeto de la 
misma.

En el plazo de seis meses a partir de la promulgación de 
la presente Ley, el Gobierno, mediante Decreto, publicará la 
correspondiente tabla de disposiciones vigentes y derogadas.

DISPOSICION TRANSITORIA

Continuarán en circulación, con el poder liberatorio que 
tengan legalmente reconocido, las monedas que componen el 
sistema monetario actual, en tanto no se acuerde por el Go­
bierno, dentro de la competencia que le concede el artículo 
séptimo de la presente Ley, su retirada de la circulación y su 
sustitución, en todo o en parte, por las monedas a que se 
refiere el artículo segundo.

Dada en el Palacio de El Pardo a doce de marzo de mil no­
vecientos setenta y cinco.

FRANCISCO FRANCO

El Presidente de las Cortes Españolas,
ALEJANDRO RODRIGUEZ DE VALCARCEL Y NEBREDA

5295 LEY 11/1975, de 12 de marzo, sobre Señales Geo­
désicas y Geofísicas.

Las señales geodésicas y geofísicas son marcas o construc­
ciones efectuadas sobre el terreno con el fin de determinar en 
él, de modo preciso y permanente, puntos sobre los que se 
han realizado ciertas medidas geodésicas o geofísicas, asociadas 
a valores numéricos de una u otra índole, deducidos mediante 
el cálculo.

Las señales geodésicas determinan sobre el terreno la red 
geodésica nacional, que incluye tres mallas o triangulaciones, 
constituidas por puntos-vértices situados a tres tipos de dis­
tancia, observadas con instrumentos y métodos de tres ordenes

de precisión, y tratadas luego matemáticamente de acuerdo 
con su rango, de modo que cada una se apoye en la de rango 
superior.

Esta disposición jerárquica tiene por consecuencia el que 
la posición relativa entre cada dos señales puede considerarse 
de una precisión homogénea, cualesquiera que sean los órdenes 
a que sus vértices correspondientes pertenezcan.

En España, la red geodésica se clasifica del siguiente modo:

A) Red fundamental, o de primer orden, constituida por 
unos seiscientos vértices separados por distancias de treinta 
a sesenta kilómetros; B) red de segundo orden, formada por 
unos dos mil vértices, a distancias de quince a treinta kiló­
metros; C) red de tercer orden, con unos ocho mil vérti­
ces, a distancias de cinco a quince kilómetros y de vórtices auxi­
liares, unos nueve mil en total.

Esta red constituye, en última instancia, la base elemental 
de todo sistema geográfico de referencia, imprescindible para 
estudiar e inventariar aquellos fenómenos físicos, estadísticos o 
humanos que necesiten para su justa comprensión ser asociados 
a una posición o un área geográfica determinadas.

En particular, esta red es la estructura que sostiene a toda 
cartografía nacional, hasta el punto de que sin este apoyo no 
sería posible disponer de mapas precisos a gran escala, ni de 
un moderno catastro topográfico parcelario con las exigencias 
topográficas mínimas que requiere la ordenación del territorio.

Además, la red fundamental cumple fines puramente cien­
tíficos no sólo en cuanto a la investigación de la forma y di­
mensiones de la tierra, que caracteriza clásicamente a la geo­tíficos no sólo en cuanto a la investigación de la forma y di­
desia, sino por sus modernas relaciones con la astronomía y 
la geofísica. Las técnicas actuales de información obtenida por 
medio de satélites artificiales y laboratorios espaciales necesi­
tan también sistemas terrestres de referencia, apoyados en re­
des geodésicas muy precisas y bien señaladas sobre el terreno.

Para la determinación de la tercera coordenada es necesario 
efectuar medidas muy precisas referidas a una superficie equi­
potencial de cotas cero, para la que se adopta generalmente el 
nivel medio del mar; esto exige relaciones con la gravimetría 
y, en el aspecto material, el mantenimiento en nuestras costas 
de una red de mareógrafos, y el señalamiento permanente 
sobre el terreno de puntos de costa conocida, cuya precisión 
relativa puede llegar a ser del orden de algunos milímetros.

También las determinaciones de valores geofísicos, tales 
como la intensidad de la gravedad o los parámetros del campo 
geomagnético, efectuadas sobre puntos especialmente elegidos, 
exigen la materialización sobre el terreno de estos puntos me­
diante señales, lo que permitirá la reiteración en distinto tiem­
po e idéntico lugar de las medidas, pudiéndose vigilar así la 
evolución de los campos gravitatorio y magnético terrestres.

La Red Geodésica Fundamental española fué iniciada en mil 
ochocientos cincuenta y dos por la Comisión del Mapa de Es­
paña, con el objetivo inmediato de servir de base a la forma­
ción del Mapa Nacional a escala uno/cincuenta mil. Esta Comi­
sión, constituida por Oficiales de Artillería, Ingenieros y Estado 
Mayor, desarrolló una brillante labor científica en el estudio, 
proyecto e iniciación de las observaciones geodésicas, labor 
continuada luego por el actual Instituto Geográfico y Catastral, 
a partir de su fundación en mil ochocientos setenta, bajo la 
dirección del General Ibáñez de Ibero.

La precisión de esta red, extraordinaria para la época en 
que fue observada, es hoy inferior a las tolerancias internacio­
nales admitidas; su señalamiento sobre el terreno, después de 
un largo siglo de vicisitudes, ha llegado a ser falseado o inexis­
tente en un cincuenta por ciento de los vértices inicialmente 
construidos.

Posteriormente, hasta mil novecientos treinta y cuatro, el 
mismo Instituto Geográfico y Catastral procedió ál estableci­
miento de las redes secundarias (segundo y tercer orden, y 
vértices auxiliares), de calidad muy inferior a la de la red 
fundamental. Un setenta por ciento de estas redes debe consi­
derarse actualmente, como sus señales, destruidas.

Tampoco existe en España una red geodésica de cuarto or­
den, necesaria para apoyar directamente en ella la cartografía 
a gran escala, entre la que se encuentra el mapa topográfico 
parcelario, base del catastro.

De todo lo expuesto se deduce que está justificado calificar 
los trabajos geodésicos y geofísicos y las señales que como 
resultado de ellos se instalen en el terreno, como de interés 
público para salvaguardar así la importante misión y perma­
nencia de la red geodésica nacional, ajustando al máximo, 
dentro de las peculiaridades que la Ley supone, su contenido 
al del ordenamiento jurídico, en cuanto a las soluciones pre­
vistas en materia de servidumbres, indemnizaciones, etc., para 
hacer de este modo compatible el interés general en cuanto


